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Medellín, veintinueve (29) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

Proceso  DECLARATIVO RESPONSABILIDAD CIVIL 
EXTRACONTRACTUAL 

Radicado  05001 31 03 011 2018 00098 01 

Demandante  LUISA FERNANDA CUERVO JARAMILLO, 
VALENTINA CUERVO JARAMILLO, DAMARIS DE 
JESÚS JARAMILLO GONZÁLEZ, PABLO ISIDRO 
CUERVO DUQUE, ANA SOFÍA CUERVO JARAMILLO y 
CATALINA CUERVO JARAMILLO. 

Demandado  ISABEL CRISTINA VILLEGAS GÓMEZ, ALEXANDER 
TORO Y AXA COLPATRIA SEGUROS S.A. 

Juzgado Origen ONCE CIVIL CIRCUITO MEDELLÍN 

  
Decide la Sala la apelación de la sentencia en el proceso de la referencia. 
 

1. ANTECEDENTES. 
  
1.1 DEMANDA1. 
 
Pretende la actora que se declare la responsabilidad civil extracontractual 
de Isabel Cristina Villegas Gómez y Alexander Toro y, en consecuencia, se 
les condene solidariamente al pago de indemnización de perjuicios así: i) 
en favor de Luisa Fernanda Cuervo Jaramillo2 en la modalidad de daño 
emergente y lucro cesante consolidado y futuro, daños morales y a la vida 
en relación; ii) en favor de Valentina Cuervo Jaramillo3 por daños morales 
y a la vida en relación y; iii) en favor de Damaris de Jesús Jaramillo 
González, Pablo Isidro Cuervo Duque, Ana Sofía Cuervo Jaramillo y 
Catalina Cuervo Jaramillo4  por daños morales. Adicionalmente, pide se 
declare que AXA Colpatria Seguros S.A., se encuentra obligada a cubrir la 
indemnización de perjuicios hasta el monto asegurado. 
 
Expuso que el 19 de marzo de 2013 en la carrera 51, a la altura de la calle 
108 del municipio de Medellín, ocurrió un accidente de tránsito en el que 
se vio involucrado el vehículo de placas MML-450, asegurado por la 
compañía AXA Colpatria Seguros S.A., conducido por Alexander Toro, de 
propiedad de Isabel Cristina Villegas Gómez y la motocicleta de placas 
VEL60C, conducida por Luisa Fernanda Cuervo Jaramillo y como pasajera 
Valentina Cuervo Jaramillo. Indica que el siniestro ocurrió por la invasión 
de carril por parte del conductor del automóvil, quien ingresó al costado 

                                        
1 Ver ruta: carpeta “00. EXPEDIENTE DIGITALIZADO” / archivo “2018-00098 Cdno N°1.pdf” páginas 5 a 43 y 
353 a 373. 
2 Pretende las siguientes sumas de dinero: Daño emergente ($737.717); Lucro cesante Futuro ($43.341.676); 
Daño Moral (40 SMMLV); Daño a la vida en relación (40 SMMLV). 
3 Por daño moral reclama 20 SMMLV y daño a la vida en relación 10 SMLMV. 
4 Por daño moral reclaman 20 SMMLV para cada uno de ellos. 



       
SALA PRIMERA DE DECISIÓN CIVIL 

Ponente: Sergio Raúl Cardoso González 
Rad. 05001 31 03 011 2018 00098 01  

 

“Al servicio de la justicia y de la paz social” 

 

 
TSMSENTENCIACIVILSEGUNDAINSTANCIAV032021     Página 2 de 33 

por el que transitaba la motocicleta, impactando y produciéndole lesiones 
a la conductora y la pasajera.  
 
Indicó que, mediante resolución 20133078157 del 31 de julio de 2013, la 
Secretaría de Movilidad de Medellín declaró contravencionalmente 
responsable a Alexander Toro por el accidente ocurrido y exoneró de 
responsabilidad contravencional a Luisa Fernanda Cuervo Jaramillo y a 
Valentina Cuervo Jaramillo. 
 
Refirió que las lesiones sufridas fueron objeto de valoración inicial en la 
Clínica León XIII, diagnosticándose a Luisa Fernanda con fractura abierta 
de tibia del pie derecho, el cual requirió tratamiento quirúrgico y 
ortopédico, dictaminándose por parte del Instituto Nacional de Medicina 
Legal una incapacidad médico legal de 80 días y una deformidad física de 
carácter permanente que afecta el cuerpo por cicatriz del miembro 
inferior izquierdo y; que fue calificada con una pérdida de capacidad 
laboral de 22,07% por parte de la Facultad Nacional de Salud Pública de la 
Universidad de Antioquia. 
 
Por su parte, a la pasajera Valentina se le diagnosticó con trauma en cara 
y miembro superior izquierdo, realizándosele proceso de endodoncia en 
las piezas dentales número 11 y 21, otorgándosele una incapacidad 
médico legal de 15 días y una deformidad física que afecta el rostro por 
cicatriz, según informe del Instituto Nacional de Medicina Legal.  
 
Se afirma que las víctimas directas padecieron dolor, angustia, 
intranquilidad, zozobra y afectaciones psicológicas, además de las 
afectaciones por las secuelas físicas producidas y; que les generaron daño 
a la vida de relación y en las condiciones de existencia pues, en lo que 
respecta a Luisa Fernanda se ha visto afectada su función de marcha en el 
miembro inferior derecho, además de las secuelas estéticas que del 
accidente se le derivaron y, respecto de Valentina, por la afectación de sus 
piezas dentales, la cicatriz permanente en su rostro y las dificultades en la 
dicción y expresión facial. 
 
Con relación a su núcleo familiar, conformado por sus padres Damaris de 
Jesús Jaramillo González y Pablo Isidro Cuervo Duque y sus hermanas Ana 
Sofía y Catalina Cuervo Jaramillo, se sostuvo que sufrieron daños morales 
representados en sentimientos de angustia, intranquilidad, zozobra y 
afectaciones psicológicas.  
 
Finalmente, afirma que el 26 de agosto de 2013, Luisa Fernanda Cuervo 
Jaramillo culminó su formación como técnica laboral por competencias en 
tránsito y transporte terrestre, así mismo, a la fecha de presentación de la 
demanda cursaba el último semestre en técnica laboral de auxiliar de 
recursos humanos. 
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1.2 CONTESTACIÓN. 

 
1.2.1 AXA COLPATRIA SEGUROS S.A.5 
 
Se pronunció sobre los hechos de la demanda, reconoció el acaecimiento 
del accidente de tránsito en la fecha señalada, en el que participaron los 
actores mencionados y adujo la existencia de un contrato de seguro 
respecto del vehículo de placas MML450 para la fecha de los hechos. 
 
Planteó medios exceptivos en torno al régimen de responsabilidad 
aplicable al caso y los elementos para su configuración, precisando que en 
el presente asunto tanto el conductor del vehículo como la conductora de 
la motocicleta realizaban la actividad peligrosa de conducción de 
vehículos, por lo que, de conformidad con la doctrina y la jurisprudencia, 
la parte demandante debía acreditar la incidencia causal única y 
determinante del demandado Alexander Toro en la causación del daño, lo 
cual no estaba probado.  
 
Respecto de la víctima Valentina Cuervo Jaramillo indicó que, si bien no 
ejercía la actividad peligrosa, consintió el actuar imprudente de su 
hermana, con lo cual se configuraría la existencia del hecho de un tercero 
como eximente de responsabilidad.  
 
Frente al daño reclamado, adujo no estar probada su existencia por cuanto 
las lesiones no generaron secuelas en las demandantes y no se probaron 
los padecimientos extrapatrimoniales invocados, ni su cuantía. 
 
En cuanto al contrato de seguro, afirmó que en el presente caso no se 
acreditó la ocurrencia del siniestro como condición para que surja la 
obligación de la aseguradora, que el límite del valor asegurado es la suma 
de $800’000.000, sublimitándose los perjuicios inmateriales a la suma 
equivalente a 120 SMLMV por persona. 
 
Finalmente, adujo que la acción promovida por las víctimas se encuentra 
prescrita, pues en los términos del artículo 1081 del Código de Comercio, 
la prescripción ordinaria es de 2 años y la extraordinaria de 5 años, 
aplicándose al caso la prescripción ordinaria que, en los términos del 
artículo 1131 del Código de Comercio se contaría desde el día del 
accidente (19 de marzo de 2013), acaeciendo la misma el 19 de marzo de 
2015, esto es, antes de la presentación de la demanda. 
 

                                        
5 Ver ruta: carpeta “00. EXPEDIENTE DIGITALIZADO” / archivo “2018-00098 Cdno N°1 (II).pdf” páginas 31 a 46. 
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1.2.2 ALEXANDER TORO6 
 
Se pronunció sobre los hechos de la demanda, reconoció el acaecimiento 
del accidente de tránsito en la fecha señalada, en el que participaron los 
actores mencionados, no obstante, precisó que fue la motocicleta en la que 
se movilizaban las demandantes la que, tras perder el control, invadió el 
carril del automóvil de placas MML450 e impactó con este, afirma que no 
es posible determinar el vehículo que causó la huella de arrastre dibujada 
en el bosquejo topográfico del accidente de tránsito, concretamente, si fue 
dejada por la motocicleta o por algún incidente anterior y; advirtió la 
existencia del contrato de seguro, con la cobertura y amparos acreditados 
en la póliza allegada. 
 
Planteó medios exceptivos en torno al régimen de responsabilidad 
aplicable al caso, precisando que ambos conductores ejercían actividades 
peligrosas para el momento de los hechos, con lo cual considera se 
neutraliza la presunción de culpa; que en el caso se configura el hecho de 
la víctima frente a Luisa Fernanda Cuervo Jaramillo por el actuar 
imprudente que desencadenó en el daño que se reclama y; el hecho de un 
tercero respecto de Valentina Cuervo Jaramillo, pues fue el actuar de su 
hermana en la conducción de la motocicleta la que produjo los daños que 
se reclaman. 
 
Respecto de los daños, afirma que no existe certeza de la acreditación del 
lucro cesante reclamado por cuanto el dictamen de pérdida de capacidad 
laboral aportado no cumple con los requisitos exigidos por la norma 
procesal y; frente a los daños extrapatrimoniales considera que su 
tasación es excesiva, que no se encuentran acreditados, en cuanto a la vida 
de relación las demandantes continuaron con su vida normal y cotidiana, 
Luisa Fernanda Cuervo Jaramillo continuó su carrera profesional hasta 
culminarla y se encontraba cursando una segunda carrera. 
 
1.2.3 ISABEL CRISTINA VILLEGAS GÓMEZ7. 
 
Se pronunció sobre los hechos de la demanda, manifestó haber realizado 
compraventa del vehículo de placas MML450 a favor de Alexander Toro 
desde el 18 de marzo de 2013, esto es, el día antes a la ocurrencia de los 
hechos. En razón de lo cual indicó no contar con la tenencia material ni 
jurídica del vehículo, razón por la cual carecía de la custodia y vigilancia 
del rodante el cual se encontraba a cargo exclusivo del conductor 
demandado. 
 

                                        
6 Ibidem páginas 117 a 134. 
7 Ibidem páginas 140 a 147. 
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En audiencia inicial del 21 de enero de 2020 8 , la parte demandante 
presentó desistimiento de las pretensiones de la demanda en contra de 
Isabel Cristina Villegas Gómez, que fue aceptada por el juzgado de origen.  
 
1.3 LLAMAMIENTO EN GARANTÍA9. 
 
El demandado Alexander Toro formuló llamamiento en garantía a AXA 
Colpatria Seguros S.A., con base en la póliza de seguro de automóviles No. 
61279 con vigencia entre el 11 de marzo de 2013 y el 11 de marzo de 
2014, respecto del vehículo involucrado en el accidente de placas 
MML450. 
 
La aseguradora se pronunció reconociendo la existencia del mencionado 
contrato, precisando que el 4 de noviembre de 2013 el asegurado canceló 
el contrato celebrado, impidiendo que la aseguradora devengara la 
totalidad de la prima. Adujo que existe un límite al valor asegurado de 
$800’000.000 por el amparo de lesión o muerte a dos o más personas y un 
sublímite de 120 SMLMV por persona respecto a perjuicios inmateriales.
  
1.4 REFORMA DEMANDA10. 
 
Mediante escrito del 10 de abril de 2019, la demandante presentó reforma 
a la demanda modificando los hechos respecto de las condiciones 
académicas y la vinculación laboral de Luisa Fernanda Cuervo Jaramillo, 
de quien sostuvo que para el 23 de enero de 2019 devengaba un salario 
mínimo legal mensual vigente; modificó las pretensiones en punto de la 
liquidación de los perjuicios materiales reclamados, en la suma de 
$612.501 por concepto de lucro cesante consolidado y $53’711.547 por 
lucro cesante futuro y; adicionó pruebas documentales relacionadas con 
certificados académicos y laborales de Luisa Fernanda Cuervo Jaramillo, 
informe policial de accidente de tránsito y certificados profesionales del 
perito Juan Diego Zapata Serna.  
 
La reforma a la demanda fue admitida mediante auto del 8 de mayo de 
201911, frente a la cual se pronunció el demandado Alexander Toro en los 
mismos términos propuestos en la contestación al libelo inicial. 
 
1.5 PRIMERA INSTANCIA12. 
 

                                        
8 Ib. página 275 a 276. 
9 Ver ruta: carpeta “00. EXPEDIENTE DIGITALIZADO” / archivo “2018-00098 Cdno N°2.pdf” páginas 3 a 6. 
10 Ver ruta: carpeta “00. EXPEDIENTE DIGITALIZADO” / archivo “2018-00098 Cdno N°1 (II).pdf” páginas 189 a 
193 y 207 a 227.  
11 Ibidem página 229. 
12 Ib. Páginas 288 a 290 y archivo “2018-00098-5.mp4”.  
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La audiencia de que trata el artículo 372 del CGP se llevó a cabo el 21 de 
enero de 2020 y en audiencia del 3 de febrero de 2020 el despacho de 
primer grado profirió sentencia que puso fin a la instancia, en la cual 
declaró no probadas las excepciones formuladas y declaró civilmente 
responsables a Alexander Toro y AXA Colpatria Seguros S.A., condenando 
directamente a esta última a pagar a los demandantes las siguientes 
sumas: en favor Luisa Fernanda Cuervo Jaramillo $3’319.400 por lucro 
cesante consolidado, $51’949.000 por lucro cesante futuro, 30 SMLMV por 
daño moral y 25 SMLMV por daño a la vida de relación; en favor de 
Valentina Cuervo Jaramillo la suma de 15 SMLMV por daño moral y 7 
SMLMV por daño a la vida de relación; en favor de Damaris de Jesús 
Jaramillo González y Pablo Isidro Cuervo Duque la suma de 10 SMLMV 
para cada uno por daño moral y, en favor de Ana Sofía Cuervo Jaramillo y 
Catalina Cuervo Jaramillo la suma de 7 SMLMV para cada una por daño 
moral. 
 
La a quo se concentró en analizar si en el asunto se cumplen los requisitos 
axiológicos de la acción de responsabilidad civil extracontractual. Al 
respecto, consideró que se encontraban acreditados los presupuestos de 
la acción promovida, en tanto el hecho, el daño y el nexo de causalidad se 
encontraban acreditados con las pruebas allegadas al plenario. Así, el 
hecho correspondió al accidente de tránsito ocurrido el 19 de marzo de 
2013 de conformidad con lo narrado y acreditado con la prueba 
documental arrimada; el daño se concretó en las lesiones padecidas por   
Luisa Fernanda Cuervo Jaramillo y Valentina Cuervo Jaramillo, las cuales 
derivaron en los perjuicios patrimoniales y extrapatrimoniales 
pretendidos por los demandantes y; el nexo de causalidad se infería de los 
documentos que reposaban en el expediente, en los cuales se atribuye la 
causa de las lesiones al accidente de tránsito ocurrido. 
 
Respecto del elemento subjetivo, precisó que el presente caso se aplicaba 
el régimen de responsabilidad por actividades peligrosas, donde la culpa 
del causante del daño era presunta y este solo se exoneraba de la 
obligación indemnizatoria probando una causa extraña. Afirmó que el 
hecho de que la víctima también se encontrara ejerciendo una actividad 
peligrosa, no neutralizaba la presunción de culpa en cabeza del causante 
del daño, quien solo se exoneraba con el rompimiento del nexo causal 
probando la existencia de una causa extraña, valga decir, el hecho de la 
víctima, el hecho de un tercero, la fuerza mayor o el caso fortuito. 
 
Frente a ello precisó que la versión rendida por Alexander Toro era 
inverosímil en atención a la huella de arrastre y lo dicho por la 
demandante Luisa Fernanda Cuervo Jaramillo. Consideró que el material 
probatorio permitía concluir que el conductor del automóvil invadió el 
carril de la motocicleta y ésta, para evitar la colisión frontal, se desplazó 
hacía su izquierda, momentos antes de impactar contra el vehículo, tal 
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como se confirma con los daños ocasionados a los vehículos y la huella de 
arrastre graficada.  
 
1.6 TRÁMITE DE LA APELACIÓN. 
 
La sentencia de primera instancia fue proferida en audiencia del 4 de 
febrero de 2020 y notificada en estrados, inmediatamente fue apelada por 
la demandante y la demandada, quienes dentro de los tres días siguientes 
precisaron los reparos frente a la decisión. 
 
Considerando el actual estado de emergencia sanitaria, se dio aplicación al 
artículo 14 del Decreto Legislativo 806 de 2020 13 , concediéndole al 
apelante la oportunidad para sustentar el recurso y a la contraparte para 
la réplica, derecho del cual las partes hicieron uso oportunamente solo 
para sustentar, más no se pronunciaron durante el traslado.   
 

2. CONTROL DE LEGALIDAD Y COMPETENCIA DEL SUPERIOR.  
 
En atención a lo dispuesto en el numeral 12 del artículo 42 y en el artículo 
132 del Código General del Proceso, se aprecian reunidos los 
presupuestos procesales para emitir sentencia porque se verificó la 
demanda en forma y su trámite adecuado, la competencia del juez, la 
capacidad para ser parte y acudir al proceso respecto de los extremos del 
litigio, debiéndose destacar que no se advierten vicios ni irregularidades 
que configuren nulidad. 
 

3. REPAROS CONCRETOS. 
 
3.1 REPARO DEMANDANTE. 
 
Con el propósito de que se reforme la decisión de primera instancia, la 
demandante planteó el siguiente reparo14: 
 
Ausencia de reconocimiento intereses moratorios. Indicó que, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 1080 del Código de 
Comercio, la aseguradora demandada debe pagar el mencionado interés 
desde el momento en que se le practicó la notificación de la demanda, 
notificación que produjo los efectos de la constitución en mora en los 
términos del inciso segundo del artículo 94 del CGP. 
 

                                        
13  Mediante la Ley 2213 de 2022, se acogieron como legislación permanente las disposiciones de dicho 
decreto para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales. 
La ley conserva en el artículo 12 la disposición del artículo 14 del decreto en cuanto al trámite de la apelación 
de sentencias en materia civil y familia. 
14 Ver ruta: carpeta “016. MEMORIAL DEL 23 DE MARZO DE 2021” / archivo “105. TSM 11 2018 98 Sust recurso 
apelación.pdf” 
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3.2 ALEXANDER TORO 
 
Con el propósito de que se revoque la decisión de primera instancia, 
planteó el siguiente reparo15: 
 
Indebida valoración probatoria. Indicó que el juzgado de origen valoró 
de forma deficiente los siguientes medios suasorios: 

 
Afirma que se dio plena credibilidad a los dichos de Luisa Fernanda Cuervo 
Jaramillo, sin tener en cuenta que dicha demandante se contradijo en la 
versión rendida tanto en el trámite contravencional como en el 
interrogatorio de parte surtido ante el despacho de primera instancia y no 
se consideraron sus inconsistencias al momento de dibujar en el croquis 
la forma en la que sucedieron los hechos y el punto de impacto. 
 
Sostiene que no se tuvo en cuenta el informe policial de accidente de 
tránsito respecto de la huella de arrastre dejada por la motocicleta antes 
del impacto la que, a su juicio, acredita que la motocicleta perdió el control 
antes del impacto con el vehículo.  

 
Menciona que no se valoró en debida forma la declaración rendida por el 
demandado Alexander Toro y la versión de la testigo Yenifer Ceballos, 
quienes afirmaron que fue la conductora de la motocicleta quien perdió el 
control e impactó el automóvil del demandado. 
 
Afirma que se valoró indebidamente el dictamen de pérdida de capacidad 
laboral allegado, el cual no se realizó conforme lo establece el artículo 41 
de la Ley 100 de 1993, siendo la entidad promotora de salud de la 
demandante quien se encontraba facultada para calificar dicha pérdida 
por ser una enfermedad de origen común, que dicho dictamen debió ser 
emitido por una junta médica conformada por tres miembros y que el 
perito afirmó en audiencia que no existían deficiencias ni pérdidas 
funcionales de la demandante que le impidieran realizar su vida laboral, 
personal, familiar y sentimental. 

 
Finalmente, afirma que no existe prueba de los perjuicios de daño a la vida 
de relación, en tanto las demandantes continuaron su vida con normalidad 
con posterioridad al accidente, continuaron sus estudios y llevan su vida 
sentimental sin ninguna afectación. 
 
3.3 AXA COLPATRIA SEGUROS S.A. 
 

                                        
15 Ver ruta: carpeta “00. EXPEDIENTE DIGITALIZADO” / archivo “01. CUADERNO PRINCIPAL 002-2013-015.pdf”  
páginas 606 a 609 y archivo “SUSTENTACION RECURSO RAD. 2018-00098-01.pdf” 
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Con el propósito de que se revoque la decisión de primera instancia, la 
demandada, planteó los siguientes reparos16: 
 
Indebida valoración probatoria. Indicó que el juzgado de origen valoró 
de forma deficiente los siguientes medios persuasivos: 
 
Indica que no se valoró el testimonio de Yenifer Ceballos, quien fue testigo 
presencial de los hechos, pues al momento del accidente ocupaba el 
vehículo de placas MML450 en calidad de pasajera. 
 
Afirma que se dio plena credibilidad a los dichos de Luisa Fernanda Cuervo 
Jaramillo, quien fue modificando su versión de los hechos a través de las 
diferentes etapas administrativas y judiciales, la joven admitió que el 
punto de impacto ocurrió en el carril por el que transitaba el automóvil, 
confesión que no fue tenida en cuenta por la juez de primera instancia y 
no se valoró la conducta procesal de Luisa Fernanda y Valentina, quienes 
modificaron las versiones, desmintieron sus dichos y Valentina se negó a 
contestar las preguntas que se le realizaron aduciendo haber perdido el 
conocimiento.  
 
Sostiene que no se tuvo en cuenta la versión rendida por el conductor del 
automóvil, quien en todo momento fue coherente y consecuente con lo 
manifestado respecto de la forma en que ocurrió el accidente, con la cual 
se acredita que la velocidad era adecuada, no existían obstáculos en la vía 
y que ambos vehículos podían transitar por su carril. 
 
En cuanto al régimen de responsabilidad aplicable, precisó que era a la 
parte demandante a quien le correspondía probar los elementos 
fundamentales, además de acreditar que la causa eficiente del accidente 
fue la conducta imprudente de Alexander Toro y, no obstante, se acreditó 
que la causa eficiente del daño fue la imprudencia en la conducción de la 
motocicleta por parte de la joven Luisa Fernanda, tal como se acredita con 
su confesión, la huella de arrastre y la declaración de Yenifer Ceballos, la 
cual es coherente con la versión del conductor demandado. 
 
Respecto de la pérdida de capacidad laboral practicada, indicó que no se 
valoró en los términos del artículo 232 del CGP, pues adolece de falta de 
las formalidades que la ley procesal exige, en tanto no señala el método 
utilizado para la valoración de la paciente y concluye situaciones ajenas a 
la realidad que se encuentran alejadas de lo contenido en la historia 
clínica, el estado de salud observado en la audiencia y el concepto emitido 
por el Instituto de Medicina Legal, situaciones que a juicio del recurrente 
prueban que la víctima no presentó pérdida de capacidad laboral. 
 

                                        
16 Ver ruta: carpeta “017. MEMORIAL DEL 24 DE MARZO DE 2021” / archivo “SustentaciónApelación (1).pdf” 
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Tasación excesiva de perjuicios. Indicó que no solo se presenta 
inexistencia del daño, sino que el monto de los perjuicios reconocidos es 
excesivo por no estar ajustado a los criterios doctrinales y 
jurisprudenciales fijados como límite de los perjuicios patrimoniales y 
extrapatrimoniales. 
 
Violación de la ley sustancial. Indicó que la juez de primera instancia se 
abstuvo de aplicar la prescripción de que trata el artículo 1080 del Código 
de Comercio, puesto que en el presente caso se debe aplicar la prescripción 
ordinaria bienal de que trata la mencionada norma, en tanto en los 
términos del artículo 1131 ibidem, el término debía contarse desde el 
momento que ocurrieron los hechos, esto es, desde el 19 de marzo de 
2013, con lo cual los demandantes contaban hasta el 19 de marzo de 2015 
para promover la acción, por lo cual, habiéndose presentado la demanda 
con posterioridad a dicha fecha la acción promovida se encuentra 
prescrita. 

 
3.4 Problemas Jurídicos. 

 
Conforme a lo expuesto, corresponde a la Sala establecer: 
 

a) Cuál es el régimen de responsabilidad aplicable cuando concurre el 
ejercicio de actividades peligrosas en la víctima y el causante del 
daño. 
 

b) Cuál de las conductas desplegadas, la de Alexander Toro, al mando 
del automóvil o, la de Luisa Fernanda Cuervo Jaramillo, al mando de 
la motocicleta, es la causa adecuada del daño que las involucra, acaso 
lo serían las dos y en qué proporción. 

 
c) Determinar si la tasación de los perjuicios realizada por la a quo se 

encuentra calculada adecuadamente y atiende a los criterios 
jurisprudenciales. 
 

d) Analizar la procedencia de los reparos relativos a la indebida 
valoración del dictamen pericial, prescripción de la acción derivada 
del contrato de seguro y ausencia de reconocimiento de los intereses 
moratorios. 

 
4. FUNDAMENTO JURÍDICO. 

 
4.1 Responsabilidad por actividades peligrosas. 
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A partir del artículo 2341 del Código Civil, nuestra jurisprudencia ha 
establecido los tres pilares fundamentales de la responsabilidad civil 
extracontractual: el daño, la culpa y el nexo de causalidad entre ellos17. 
 
Particularmente, con base en el artículo 2356 del mismo estatuto, se ha 
construido la teoría de la responsabilidad por actividades peligrosas, en 
virtud de la cual se obliga a reparar el daño a quien se vale de acciones o 
instrumentos que multiplican el poder del ser humano, elevando con ello 
su potencial dañino y alterando la simetría de la simple interacción entre 
particulares. De tal forma que, a modo de contrapeso, nuestro 
ordenamiento consagra una presunción, calificando en la misma norma tal 
conducta dañina como de malicia o negligencia, circunstancia que en 
últimas se traduce en un beneficio probatorio para el damnificado, pues, 
para liberarse de la obligación de reparar, se impone al agente la carga de 
demostrar alguna causa extraña: 
 

“Un depósito de sustancias inflamables, una fábrica de explosivos, 
así como un ferrocarril o un automóvil, por ejemplo, llevan consigo 
o tienen de suyo extraordinaria peligrosidad de que generalmente 
los particulares no pueden escapar con su sola prudencia. De ahí 
que los daños de esa clase se presuman, en esa teoría, causados por 
el agente respectivo, como sería en estos ejemplos el autista, el 
maquinista, la empresa ferroviaria, etc. Y de ahí también que tal 
agente o autor no se exonere de la indemnización, sea en parte en 
algunas ocasiones, sea en el todo otras veces, sino en cuanto 
demuestre caso fortuito, fuerza mayor o intervención de elemento 
extraño.”18 

 
En lo esencial, esta doctrina se ha mantenido por parte la Corte Suprema 
de Justicia hasta la actualidad19, eso sí, en medio de profundas discusiones 
acerca de si la presunción referida corresponde a un régimen de 
responsabilidad subjetiva (presunción de la culpa) o a un régimen de 
responsabilidad objetiva (presunción de responsabilidad)20. Sin embargo, 

                                        
17 Ver sentencia SC4455-2021 que, entre otras, cita y destaca providencia del 17 de septiembre de 1935 en la 
que la Corte “sostuvo que, «para que pueda decirse que la culpa de una persona ha sido efectivamente la causa 
del perjuicio cuya reparación se demanda, es menester que haya una conexión necesaria entre dicha culpa y el 
perjuicio»”. En el mismo sentido la SC2107-2018 del 12/06/2018: “Esta Corte, con apoyo en el artículo 2341  
del Código Civil, ha señalado como presupuestos axiológicos y concurrentes de la responsabilidad 
extracontractual, denominada también aquiliana , “(i) el perjuicio padecido; (ii) el hecho intencional o culposo 
atribuible al demandado; y (iii) la existencia de un nexo adecuado de causalidad entre factores””. 
18 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, 14 de marzo de 1938, MP Ricardo Hinestrosa Daza, G.J. 
Tomo XLVI, páginas 210-222. Reiterada en las sentencias del 18 de mayo de 1938, MP Fulgencio Lequerica 
Vélez. G.J. Tomo XLVI, páginas 514-521 y, del 31 de mayo de 1938, MP Liborio Escallón G.J. Tomo XLVI, páginas 
559-564. 
19 Ver sentencias SC665-2019, SC4420-2020, SC2111-2021, SC2905-2021. 
20 De las sentencias antes citadas, obsérvese como todas fueron recientemente expedidas, pero mientras que 
la SC665-2019 se fundamenta en el régimen subjetivo avizorando desde entonces la discusión en la aclaración 
de voto, por su parte las SC4420-2020 y SC2111-2021 sostienen la postura del régimen objetivo y exponen en 
todo su esplendor la discusión con cuatro aclaraciones de voto que dejan en evidencia la ausencia de 
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en medio del debate 21  se han conservado los referidos presupuestos 
axiológicos de la acción de responsabilidad civil extracontractual derivada 
del ejercicio de actividades peligrosas22. 
 
Conforme a lo previsto por el artículo 167 del CGP, según el cual “incumbe 
a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el 
efecto jurídico que ellas persiguen”, cuando se demanda la responsabilidad 
civil originada en actividades peligrosas no se requiere probar la culpa del 
agente y, por tanto, al demandante le corresponde demostrar el ejercicio 
de la actividad peligrosa por parte del demandado, el daño y su relación 
de causalidad; mientras que, para liberarse de la obligación resarcitoria, al 
demandado le compete probar un elemento exclusivo y extraño (fuerza 
mayor, caso fortuito, intervención de la víctima o de un tercero). 
 
4.2 Causalidad. 
 
En términos generales, se entiende por causa “(a)quello que se considera 
como fundamento u origen de algo”23 y en punto de la responsabilidad por 
actividades peligrosas este concepto tiene especial relevancia porque, 
como se acaba de exponer, la única manera de eximirse de ella es 
rompiendo el nexo de causalidad. 
 
Los artículos 2356 y 2357 del Código Civil son normas en las que la 
causalidad se deduce de su texto: 
 

“ARTÍCULO 2356. Por regla general todo daño que pueda 
imputarse a malicia o negligencia de otra persona, debe ser 
reparado por ésta.  
… 
ARTÍCULO 2357. La apreciación del daño está sujeta a reducción, 
si el que lo ha sufrido se expuso a él imprudentemente.” (Se 
destaca) 

 

                                        
unanimidad y, tal vez por ello mismo, la conveniencia de no tocar el asunto en providencias como la SC2905-
2021. 
21 El régimen de responsabilidad subjetiva con presunción de culpa puede apreciarse en las sentencias hito 
del 14 de marzo de 1938 y 31 de mayo de 1938, hasta las más recientes SC5686-2018, SC665-2019 y SC4204-
2021. Por su parte, la aplicación del régimen de responsabilidad objetiva basada en la presunción de 
responsabilidad se expone en las sentencias SC3862-2019, SC4420-2020 y SC2111-2021. 
22 Sentencia SC2905-2021 del 29/07/2021 “En tal eventualidad y con el fin de establecer la responsabilidad 
deprecada, a la víctima le basta acreditar el ejercicio de la actividad peligrosa desarrollada por su 
contendiente, el daño que padeció y la relación de causalidad entre aquella y este; al paso que el demandado 
sólo puede exonerarse demostrando que el perjuicio no fue producido por dicha operación, es decir, que 
obedeció al devenir de un elemento extraño y exclusivo, como la fuerza mayor o caso fortuito, la intervención 
de la víctima o la de un tercero, únicas circunstancias que rompen el nexo causal citado. 
Es desacertado, entonces, enfocar la defensa alegando la ausencia de culpa de los enjuiciados, toda vez que 
estos sólo pueden exonerarse de responsabilidad rompiendo la causalidad.” 
23 Diccionario de la Real Academia Española. 
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Se puede afirmar que para estructurar la responsabilidad civil derivada de 
una actividad peligrosa se requiere relación causal entre la conducta del 
agente y el daño, mientras que para reducir la indemnización 
correspondiente se requiere relación causal entre el daño y el 
comportamiento de la víctima; es decir, que la conducta de quien ocasiona 
y quien sufre el menoscabo pueden confluir en la realización del daño y en 
tal caso la causalidad resulta determinante tanto de la atribución de 
responsabilidad como de su exoneración24. 
 
Entonces, por encima de las referencias normativas de carácter 
subjetivo 25 , para estructurar la responsabilidad por actividades 
peligrosas, desecharla o dosificarla, lo fundamental es la relación de 
causalidad entre las conductas del agente y de la víctima con respecto al 
daño, constituyéndose así la causa en el elemento coyuntural para definir 
si la obligación de reparar recae únicamente en el agente o si la 
imprudencia de la víctima lo puede liberar total o parcialmente según su 
intervención (incidencia) 26.  
 
Es que no basta el actuar culposo de la víctima para configurar una causa 
extraña, así como tampoco dicha incuria justifica el daño, se requiere que 
su conducta irreflexiva concurra efectivamente en su realización, así lo 
sostiene la doctrina de la Corte: 
 

“… cabe concluir que la sola circunstancia de que el perjudicado 
estuviese desarrollando en el momento del suceso una actividad 
que en abstracto pudiera merecer el calificativo de imprudente, no 
es causa de atenuación de la indemnización debida por el agente, 
pues para tales efectos será menester, y las razones son obvias, que 
la actividad de la víctima concurra efectivamente con la de aquél 
en la realización del daño. 
 
Así lo ha entendido la corte al expresar que "(...) para que opere la 
compensación de culpas de que trata el artículo 2357 del Código 
Civil no basta que la víctima se coloque en posibilidad de concurrir 
con su actividad a la producción del perjuicio cuyo resarcimiento 
se persigue, sino que se demuestre que la víctima efectivamente 

                                        
24 Sentencia SC7534-2015 del 04/06/2015: “2. La culpa exclusiva de la víctima, como factor eximente de 
responsabilidad civil, ha sido entendida como la conducta imprudente o negligente del sujeto damnificado, 
que por sí sola resultó suficiente para causar el daño. Tal proceder u omisión exime de responsabilidad si se 
constituye en la única causa generadora del perjuicio sufrido, pues de lo contrario solo autoriza una reducción 
de la indemnización, en la forma y términos previstos en el artículo 2357 del Código Civil.”. En el mismo sentido 
la SC10808-2015 del 13/08/2015 y la SC8209-2016 del 21/06/2016. 
25 Para la estructuración de la responsabilidad, el artículo 2356 refiriéndose a la malicia o negligencia del 
agente y para la apreciación del daño, el artículo 2357 remitiéndose a la imprudencia de la víctima. 
26 Sentencia SC4232-2021 del 23/09/2021 en la que citando la SC5125-2020 del 15/12/2020, afirma: “La 
también denominada compensación de culpas es una forma de con causalidad, que en verdad no califica la 
negligencia o imprudencia del sujeto, sino el grado en que su conducta incidió en el daño.” 
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contribuyó con su comportamiento a la producción del daño", pues 
el criterio jurisprudencial en torno a dicho fenómeno es el de que 
para deducir responsabilidad en tales supuestos'... la 
jurisprudencia no ha tomado en cuenta, como causa jurídica del 
daño, sino la actividad que, entre las concurrentes, ha 
desempeñado un papel preponderante y trascendente en la 
realización del perjuicio. De lo cual resulta que si, aunque culposo, 
el hecho de determinado agente fue inocuo para la producción del 
accidente dañoso, el que no habría ocurrido si no hubiese 
intervenido el acto imprudente de otro, no se configura el 
fenómeno de la concurrencia de culpas, que para los efectos de la 
graduación cuantitativa de la indemnización consagra el artículo 
2357 del Código Civil. En la hipótesis indicada sólo es responsable, 
por tanto, la parte que, en últimas, tuvo oportunidad de evitar el 
daño y sin embargo no lo hizo" (CLII, 109. - Cas. 17 de abril de 
1991).”27 

 
Para la identificación de la causa adecuada, cuando se discute la 
concurrencia, la Corte ha indicado que tal asunto “se resuelve en el campo 
objetivo de las conductas de víctima y agente”28 y explica: 
 

“Cuanto mayor sea la probabilidad, superior es la cuota de 
causalidad y su repercusión en la realización del resultado. De esa 
manera, se trata de una inferencia tendiente a establecer “el grado 
de interrelación jurídica entre determinadas causas y 
consecuencias”29. 
  
En rigor, cuando la causa del daño corresponde a una actividad 
que se halla en la exclusiva esfera de riesgo de uno de los sujetos, 
éste será responsable único, y a contrario sensu, concurriendo 
ambas, se determina su contribución para atenuar el deber de 
repararlo. 
 
De esta manera, el juzgador valorará la conducta de las partes en 
su materialidad objetiva y, en caso de encontrar probada también 
una culpa o dolo del afectado, establecerá su relevancia no en 
razón al factor culposo o doloso, sino al comportamiento 
objetivamente considerado en todo cuanto respecta a su incidencia 
causal.”30 

 

                                        
27 Sentencia EXPEDIENTE No. 4972 del 06/05/1998, citada en la SC2107-2018 del 12/06/2018, en la que 
además se precisa que la concurrencia de culpas en la producción del daño se denomina concausalidad. 
28 Sentencia SC2107-2018 del 12/06/2018. 
29  LANGE, Schadenersatz, “Handbuch des Schuldrecht in Einzaeldarstellungen Bd.1” (Manual de ley de 
obligaciones). Tubingen, Mohr, 1979.   
30 Ibidem. 
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Recientemente, en la sentencia SC3604-202131  la Corte desarrolló este 
método de análisis e identificación de la causa adecuada, precisando que 
comprende dos etapas32: i) la etapa fáctica, en la que se seleccionan las 
condiciones materiales relevantes, necesarias, lógicas y suficientes para la 
realización del daño, sin valoración jurídica33 y; ii) la etapa jurídica, en la 
que se seleccionan esas condiciones materiales para extraer solamente 
aquellas que tienen relevancia para ser subsumidas en una norma positiva 
que permite atribuir las consecuencias dañinas a un sujeto34. 
 
Pero no basta con estas dos fases de análisis, principalmente y teniendo 
en cuenta la crítica a la teoría de la causalidad adecuada35, la providencia 
enfatiza en la necesidad del criterio de regularidad causal, que 
corresponde a que solo pueden ser consideradas causas jurídicas de un 
perjuicio los acontecimientos que, eliminando el elemento volitivo, 
deberían producirlo normalmente (probabilidad), es decir, excluyendo el 
azar, distinguiendo entre lo fortuito y lo previsible, de tal forma que lo 
predecible está bajo la esfera de dominio del individuo racional y por tanto 
es admisible asignar responsabilidades cuando era posible pronosticar 
con anticipación el potencial dañino que implicaba el descuido36. 
 
En suma, se trata de establecer, a partir de las condiciones fácticas 
relevantes y de las normas jurídicas en las que ellas se subsumen para 

                                        
31 Rad 47001-31-03-005-2016-00063-01 del 25/08/2021. 
32 Se explica en la sentencia: “La generalidad de los sistemas jurídicos occidentales admiten la necesidad de 
desarrollar el análisis de causalidad en dos fases diferenciadas. La primera, conocida como causalidad fáctica, 
o causalidad de hecho, tiene por objeto identificar, en sentido material, si una actividad es condición necesaria 
para la producción del hecho dañoso; la segunda, que suele denominarse como causalidad jurídica, o alcance 
de la responsabilidad busca atribuir, a través de criterios normativos, la categoría de causa a una de esas 
condiciones antecedentes –como directiva para imputar a su autor las secuelas de la interacción lesiva–.” 
33 Ibidem “Expresado de otra forma, en esta primera etapa del análisis causal simplemente se seleccionan, de 
entre el conjunto de acontecimientos que antecedieron a un hecho, aquellos que son imprescindibles para que 
este se produjera, y que, por lo mismo, pueden considerarse razonablemente como sus “causas materiales”, o 
más propiamente, como condiciones causales relevantes del resultado.” 
34 Ibidem “Ello es así porque las condiciones causales relevantes pertenecen a la esfera de los hechos, razón 
por la cual su relevancia intraprocesal dependerá de la posibilidad de subsunción en las complejas reglas que 
determinan cuándo es viable atribuir a una persona las secuelas de un resultado dañoso en cuya producción 
intervino materialmente*. En ese escenario, es ineludible acudir al ordenamiento en procura de las 
herramientas teóricas que permitan establecer si una condición causal concreta es apta para justificar la 
asignación de un débito indemnizatorio, o lo que es lo mismo, si puede considerarse como la causa jurídica 
relevante de dicho resultado.” 
35 Ibidem “Esta concepción de la causalidad, sin embargo, parece confundirse con la noción de culpa, y de 
hecho, en esta similitud se concentran los críticos del criterio de adecuación. De ahí que, para intentar destacar 
los rasgos diferenciales de ambos conceptos, se propusiera juzgar la previsibilidad del acto a partir de la 
información objetiva con la que se contaba al momento del daño, dejando de lado las creencias subjetivas del 
agente dañador.” 
36 Ibidem. Sostiene la Corte: “En conclusión, de entre las múltiples directivas jurídicas postuladas para guiar la 
selección entre condiciones antecedentes necesarias para la producción del daño, la jurisprudencia patria suele 
valerse –explícita o implícitamente– del criterio denominado causa adecuada, según el cual el agente debe ser 
considerado responsable «solo del daño que resulta regularmente y de acuerdo con el curso normal de las cosas 
de la conducta o actividad desplegada»36, teniendo en cuenta variables como la previsibilidad, la cercanía 
temporal entre la conducta y el daño, o la entidad de este en relación con las secuelas de aquella, entre otras.” 
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imputar el daño, pero sin consideración a las condiciones subjetivas de los 
involucrados, la causa que previsiblemente lo ocasionó, es decir, con base 
en criterios de probabilidad y regularidad existentes al momento de su 
ocurrencia. 
  

5. CASO CONCRETO. 
 
En el asunto bajo estudio no hay discusión en cuanto a la demostración de 
los presupuestos axiológicos de la acción instaurada, esto es: i) el daño, 
consistente en las lesiones corporales causadas a Luisa Fernanda y 
Valentina Cuervo Jaramillo y sus secuelas el hecho, con ocasión del 
accidente de tránsito ocurrido el 19 de marzo de 2013 en la carrera 51 a 
la altura de la calle 108 del municipio de Medellín y; ii) la confluencia de 
actividades peligrosas, consistente en la conducción del automóvil de 
placas MML450 por parte de Alexander Toro y de la motocicleta de placas 
VEL60C por parte de Luisa Fernanda Cuervo Jaramillo y; iii) el nexo de 
causalidad, consistente en que las lesiones sufridas por Luisa y Valentina 
Cuervo Jaramillo fueron consecuencia directa de la colisión entre los dos 
vehículos. 
 
Lo que corresponde establecer a la Sala es si se desvirtuó total o 
parcialmente dicho nexo causal, liberando consecuencialmente a los 
demandados de la reparación invocada. 
 
5.1 Incidencia causal, exclusiva o concurrente. 
 
Tal como se explicó en la parte motiva, toda vez que en el presente asunto 
concurre el ejercicio de actividades peligrosas tanto en la víctima como en 
el causante del daño, para establecer la intervención de agente y víctima 
en la realización del daño que motiva esta demanda, se seguirá el método 
referido para la identificación de la causa adecuada y así se definirá la 
imputación de la responsabilidad. 
 

5.1.1 Análisis fáctico. 
 
Desde el punto de vista material, el informe policial de accidente de 
tránsito N° A-1268487-037 y el trámite contravencional adelantado ante la 
Secretaría de Movilidad de Medellín 38 , acreditan que el martes 19 de 
marzo de 2013, en horas de la noche, Luisa Fernanda Cuervo Jaramillo 
conducía la motocicleta de placas VEL60C, transportando a su hermana 
menor Valentina Cuervo Jaramillo, en sentido norte sur sobre la carrera 
51 del municipio de Medellín; a su vez, Alexander Toro conducía el 

                                        
37 Ver ruta: carpeta “00. EXPEDIENTE DIGITALIZADO” / archivo “2018-00098 Cdno N°1 (II).pdf” páginas 187 a 
188.  
38 Ver ruta: carpeta “00. EXPEDIENTE DIGITALIZADO” / archivo “2018-00098 Cdno N°1.pdf” páginas 267 a 285. 
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automóvil de placas MML450, en sentido contrario, sobre la misma vía y; 
a la altura de la calle 108, en el tramo en el que la calzada era pendiente, 
de bajada para la motocicleta y de subida para el automóvil, ambos 
vehículos se encontraron. 
 
Tales circunstancias de tiempo, modo y lugar fueron confirmadas por 
ambos conductores en las declaraciones rendidas ante las autoridades de 
tránsito y la jurisdiccional.  
 
Ante la Secretaría de Movilidad de Medellín, Alexander Toro indicó que 
ese día iba en su vehículo y “… hay una especie de batea y al coger la batea 
y al ir coronando venía la moto y a las niñas la moto se le culebreó y se me 
vinieron encima, la moto pegó en el bómper delantero de mi carro…”, 
además, manifestó estar de acuerdo con el croquis del informe de 
accidente e indicó haber visto la motocicleta a unos 6 o 7 metros de 
distancia, precisando que fue la motocicleta la que impactó al vehículo.  
 
Ante la misma autoridad de tránsito, Luisa Fernanda Cuervo Jaramillo 
manifestó que “iba a empezar a bajar la pendiente y vi el carro que venía 
por la vía de nosotras y frené y él venía por el lado derecho y frené pero él 
venía muy rápido y de una nos chocó” y, respecto del croquis formuló como 
único reparo el hecho de no haberse graficado los vehículos involucrados 
e indicó haber percibido el automóvil “ya encima”. 
 
Ante el Juzgado, Alexander Toro afirmó en interrogatorio: “… iba en el 
carro con la señora y con mis dos hijos, en un sector de Andalucía La Francia, 
esa calle ahí es como una especie de columpio, entonces, yo iba ascendiendo 
así a la loma y, de repente, vi que venía una moto e hizo ahí un extraño y no 
se me vino de frente hacia el carro sino como de lado, o sea como si la moto 
hubiera frenado para intentar devolverse, entonces se dio así de lado contra 
el frente del carro, me dañó toda la tapa del carro…” 39; sobre su ubicación 
en la vía indicó: “yo iba por mi carril derecho sino que, señora juez, cuando 
uno va así como en una pendiente uno no alcanza a visualizar hacia allá, 
cuando yo ya ascendí la loma, vi que esa moto, como le digo, ella venía 
también por el carril de ellos, pero esa moto no sé qué extraño les hizo a 
ellas, o sea, ellas lo que llama uno cuando a veces va manejando, como que 
se le embolinilló ósea que la moto se les volteó así, ni ellas se dieron de frente 
contra el carro sino que la moto alcanzó a girar, cuando la moto hizo así un 
giro raro, se vinieron así resbaladas contra la tapa del carro…”; frente a la 
pregunta acerca de su reacción sostuvo: “… ninguna señora juez, yo seguí 
por mi carril normal y como era una moto más bien de pequeño cilindraje, 
no tuve tiempo de reaccionar para tirar como a esquivarles, no porque, como 
les expliqué al principio, yo iba era subiendo, cuando ellas vieron el carro no 
sé si fue que se intentaron devolver y se fueron contra la tapa del carro…” y; 

                                        
39 Ibidem desde minuto 1:47:50. 
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con relación a la huella de arrastre indicó que, después de haber conducido 
a las lesionadas para la atención por urgencias, volvió al lugar de los 
hechos, con la autoridad de tránsito y: “… ya la moto no estaba ahí y se veía 
como que al lado de allá pero muy distante de donde la moto se había 
colisionado conmigo como que una marca, inclusive la del tránsito dijo que 
tal vez fue las niñas de la moto cuando intentaron devolverse porque ellas se 
fueron resbaladas”40 (se destaca). 
 
Por su parte, ante el Juzgado, Luisa Fernanda sostuvo en su interrogatorio: 
“yo iba manejando la moto que tenía, iba a empezar a bajar la pendiente, yo 
venía por mi carril derecho, cuando yo inmediatamente vi el carro y yo 
traté de esquivarlo, pero él venía en toda la vía, venía en todo mi carril y 
yo traté de esquivarlo, pero sin embargo no pude y él ahí mismo me 
impactó…”41; con relación al lugar de impacto de la moto con el vehículo 
sostuvo que fue el derecho y respecto de la huella de arrastre sostuvo42: 
“no entiendo por qué la huella queda hacia abajo, porque yo no venía con 
tanta velocidad”43 y, a solicitud de la juez, así graficó su ubicación en la vía 
y su reacción evasiva44:(se destaca) 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
Hasta aquí, como se puede advertir, en este caso son varios los hechos que 
ocupan la atención de la judicatura con relación al accidente, entre ellos 
están el lugar geográfico de ocurrencia de la colisión, el carril de 
desplazamiento de cada uno de los vehículos momentos antes del choque, 
la advertencia por parte de los conductores del vehículo contrario, su 
reacción y las evidencias que quedaron tras el encuentro. De tal forma que, 
del relato de quienes estaban al mando de los automotores se pueden 
extraer confesiones de algunos de tales hechos y apreciar separadamente, 
por tratarse de circunstancias fácticas que, pese a su cercanía temporal, 

                                        
40 Ibidem desde minuto 1:58:00. 
41 Ver ruta: carpeta “00. EXPEDIENTE DIGITALIZADO” / archivo “2018-00098-2.mp4” desde minuto 13:20.  
42 Ibidem desde minuto 38:23. 
43 Ver ruta: carpeta “00. EXPEDIENTE DIGITALIZADO” / archivo “2018-00098-2.mp4” desde minuto 25:12. 
44 Ibidem desde minuto 24:19. Y Ver ruta: carpeta “00. EXPEDIENTE DIGITALIZADO” / archivo “2018-00098 
Cdno N°1 (II).pdf” página 197 
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son independientes, no existe necesaria relación entre unos y otros (art. 
196 CGP). 
 
En tales circunstancias, se aprecia que las versiones de los conductores 
involucrados en el accidente coinciden en múltiples condiciones de hecho, 
como son la vía en la que sucedió el accidente, su característica pendiente, 
sus trayectorias contrarias y que la colisión aconteció precisamente en el 
sitio en el que empezaba el descenso para la motocicleta y terminaba el 
ascenso para el automóvil, esto es, cerca de la cumbre de la pendiente.  
 
Sin embargo, la postura de los conductores enfrentados en el litigio se 
contrapone parcialmente, en concreto en cuanto ambos afirman que al 
momento del accidente se desplazaban por su correspondiente carril 
derecho, pero de ser así, ¿entonces cómo se explica la colisión? 
 
Según la tesis de Luisa Fernanda, el automóvil invadió el carril derecho por 
el que ella estaba transitando y su maniobra evasiva hacia la izquierda fue 
insuficiente para evadir el choque por la proximidad con la que lo percibió. 
Mientras que, según Alexander fue la moto la que invadió el carril derecho 
por el que él estaba transitando, pues la motocicleta venía por su carril 
derecho, trastabilló y fue a dar de lado contra el automóvil, impidiéndole 
adoptar cualquier tipo de reacción. 
 
Con el fin de dirimir la contradicción, es necesario acudir a los demás 
medios de prueba y para el efecto se considera relevante el bosquejo 
topográfico o croquis elaborado por la autoridad de tránsito que rindió el 
informe del accidente, con el cual estuvo de acuerdo el conductor del 
vehículo y la conductora de la motocicleta solo reprochó la ausencia de 
grafica de los vehículos, sin embargo, tal falta tiene explicación: los 
automotores fueron movidos porque fue el propio conductor demandado 
quien trasladó a las lesionadas a la atención médica de urgencias y cuando 
regresó al sitio con el tránsito tampoco estaba la moto. 
 
Nótese que Alexander Toro propuso como excepción la incertidumbre 
acerca del origen y el autor de la huella de arrastre, llegando a aseverar 
que incluso podía no corresponder al accidente. Sin embargo, su conducta 
procesal indica todo lo contrario, pues uno de sus reparos frente a la 
decisión de primera instancia se basó precisamente en la aseveración de 
que esa huella de arrastre corresponde a la motocicleta y al momento del 
interrogatorio la explicó al sostener que dicho automotor resbaló hasta 
golpear su automóvil, además él aceptó expresamente el croquis, con todo 
lo que comprende y, si se aprecia con detenimiento, se observa que tal 
gráfica fue escueta, en ella destaca particularmente la huella y los daños 
ocasionados a su vehículo que fueron verificados por el tránsito. 
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Según el informe policial de accidente, en el sitio de su ocurrencia el ancho 
de la vía es de 6 metros y quedó marcada una huella de arrastre paralela 
a la acera, que se distinguió como “H.A.”, de 1 metro de extensión, ubicada 
a 2,75 metros de la acera occidental, como se observa en la gráfica: 
 

 
 
El mismo informe da cuenta de los daños al vehículo No. 1 (automóvil), 
precisando “bomper, persiana, capo, farola, todo lad. de” y respecto del 
vehículo No. 2 (motocicleta) indicó que “no se vieron”: 
 

 
 
Es de destacar que la mencionada huella y los daños al automóvil fueron 
graficados como aspectos relevantes del accidente de tránsito acaecido, 
por parte de un servidor público en documento público que, a la luz del 
artículo 257 del CGP, hace fe de su otorgamiento, fecha y declaraciones y, 
no fue controvertido ni desvirtuado, pues no se acreditó que dicha huella 
correspondiera a un evento distinto al aquí analizado. 
 
Tal ilustración del accidente, en conjunto con las declaraciones de las 
partes, y particularmente de la confesión del demandado, permiten 
deducir las condiciones fácticas del momento del accidente y la ubicación 
de los vehículos. 
 
Si en el lugar de la colisión la vía tenía 6 metros de ancho, la huella de 
arrastre se graficó a 2,75 metros de la acera occidental y la motocicleta 
resbaló hasta golpear el automóvil, dejando tal vestigio, entonces se puede 
inferir que el choque tuvo lugar precisamente en el sitio en el que se 
graficó tal huella de arrastre, lo que quiere decir que el desafortunado 
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encuentro tuvo lugar en el carril por el que debía transitar la motocicleta, 
concretamente en el punto en el que finaliza dicha marca. 
 
Ahora bien, los daños ocasionados al automóvil cobran gran relevancia 
porque, ubicado el sitio de la colisión, donde razonablemente los vehículos 
debieron detenerse, se debe considerar que el impacto de la moto fue en 
el costado derecho del frente del automóvil, lo que quiere decir que el 
choque no solo ocurrió en el carril por el que debía circular la motocicleta, 
sino que al momento de la colisión el automóvil invadía en parte 
considerable dicho carril, pues gran parte de su frente se encontraba más 
allá del lugar del impacto, es decir hacia el costado occidental de la vía. 
 
Las circunstancias descritas permiten concluir que al momento del choque 
Alexander Toro, al mando del automóvil, invadió en ascenso y de manera 
considerable el carril contrario a aquel por el que debía transitar, 
ocasionando que Luisa Fernanda Cuervo, al mando de la motocicleta, 
quien conducía en descenso por el carril derecho por el que debía 
transitar, perdiera el control o intentara la evasiva hacia el costado 
contrario, colisionando con la parte frontal derecha del automóvil. 
 
En respaldo de esta inferencia se encuentra la declaración de la testigo 
Yenifer Ceballos, acompañante del conductor del automóvil, quien indicó: 
“nosotros íbamos por el carril derecho y las muchachas bajaban por el carril 
izquierdo, cuando uno termina de subir la loma es como una bateíta, 
entonces uno no termina de ver dónde termina la loma, ellas como que se 
arrepintieron e hicieron una maniobra como para devolverse y cogieron 
para el lado izquierdo, para devolverse, y ahí fue donde nos dio al carro”45. 
 
Para efectos de lo analizado no tiene relevancia la versión ni la eventual 
contradicción de Valentina Cuervo, pues no declaró ante Tránsito y ante 
el juzgado explicó que su intervención abrupta ante dicha entidad cuando 
su hermana relataba lo acontecido se debió solamente a su interés en 
precisar la ubicación al momento previo al accidente, pues lo demás no lo 
recuerda. 
 
En síntesis, Luisa Fernanda Cuervo Jaramillo (conductora de la 
motocicleta) y Alexander Toro (conductor del vehículo), relataron 
situaciones disímiles respecto del momento preciso de la colisión, ambos 
sostuvieron que el vehículo contrario invadió el carril por el que debían 
circular; las versiones encontradas no son suficientes para alcanzar 
certeza frente a lo acontecido 46  y, por ello son los demás medios de 
convicción los que permiten la convicción frente a lo acontecido, 

                                        
45 Ver ruta: carpeta “00. EXPEDIENTE DIGITALIZADO” / archivo “2018-00098-4.mp4” desde minuto 1:31:10. 
46 Es doctrina de la Corte que “a nadie le es dado crearse su propia prueba; de ahí que no hay confesión en las 
manifestaciones que no afectan a quien las hace o no benefician a la parte contraria.” CSJ, sentencia SC5185 
del 18 de diciembre de 2020, rad. 2016-00214-01.  
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particularmente el croquis del accidente realizado por la autoridad de 
tránsito, la confesión del conductor demandado y el testimonio de la 
pasajera del automóvil, conduciendo a la Sala a acoger la tesis de la 
demandante y a descartar la del demandado.  
 
En los anteriores términos, la censura de la parte demandada en cuanto a 
la falta de valoración probatoria no prospera, pues se constató que fue la 
invasión del carril por parte del conductor del automóvil la que degeneró 
en el choque y no se aprecia que la conducta de la conductora de la 
motocicleta hubiere influido en la ocurrencia de tal hecho. 
 

5.1.2 Análisis jurídico. 
 
Los hechos descritos se subsumen en los siguientes preceptos de la Ley 
769 de 2002 (Código Nacional de Tránsito Terrestre CNTT), cuerpo 
normativo vigente para el momento de la ocurrencia del accidente, que en 
su título III establece las normas de comportamiento en el tránsito. 
 
La conducta del conductor del automóvil se considera infractora de los 
deberes del artículo 5547, que le imponían la obligación de comportarse en 
forma que no obstaculizara o pusiera en riesgo a los demás y le exigía 
conocer y cumplir las normas y señales de tránsito, principalmente, 
constituye un desobedecimiento a lo previsto por los artículos 60 y 131 de 
la normatividad de tránsito, que le imponían la obligación de conducir por 
su respectivo carril, por la derecha de la vía y abstenerse de hacerlo en 
sentido contrario al estipulado para el carril: 
 

“ARTÍCULO 60. Los vehículos deben transitar, obligatoriamente, 
por sus respectivos carriles, dentro de las líneas de demarcación, y 
atravesarlos solamente para efectuar maniobras de 
adelantamiento o de cruce. 
… 
ARTÍCULO 131. MULTAS. Modificado por el art. 21, Ley 1383 de 
2010. Los infractores de las normas de tránsito serán sancionados 
con la imposición de multas, de acuerdo con el tipo de infracción 
así: 
A. Será sancionado con multa equivalente a cuatro (4) salarios 
mínimos legales diarios vigentes (SMLDV) el conductor de un 
vehículo no automotor o de tracción animal que incurra en 
cualquiera de las siguientes infracciones: 
A.1. No transitar por la derecha de la vía. 
… 

                                        
47 “ARTÍCULO 55. COMPORTAMIENTO DEL CONDUCTOR, PASAJERO O PEATÓN. Toda persona que tome parte 
en el tránsito como conductor, pasajero o peatón, debe comportarse en forma que no obstaculice, perjudique 
o ponga en riesgo a las demás y debe conocer y cumplir las normas y señales de tránsito que le sean aplicables, 
así como obedecer las indicaciones que les den las autoridades de tránsito.” 
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D. Será sancionado con multa equivalente a treinta (30) salarios 
mínimos legales diarios vigentes (smldv) el conductor y/o 
propietario de un vehículo automotor que incurra en cualquiera 
de las siguientes infracciones: 
… 
D.3. Transitar en sentido contrario al estipulado para la vía, 
calzada o carril.” 

 
5.1.3 Análisis de regularidad causal.  

 
La doctrina probable en materia de responsabilidad civil extracontractual 
por actividades peligrosas, sostiene que para su estructuración no es 
necesario demostrar la culpa del demandado y que la diligencia y cuidado 
no sirve para su exoneración; en el mismo sentido, que el elemento 
subjetivo (imprudencia de la víctima) no basta si no tiene relevancia en la 
realización del daño.  
 
En consecuencia, para el análisis de imputación objetiva, esto es, para 
establecer la causa adecuada del daño, se requiere un ejercicio de 
abstracción que permita identificar su origen en términos de probabilidad 
y previsibilidad, tarea para la cual resulta indispensable el análisis fáctico 
y jurídico que antecede, pues solamente mediante la identificación de las 
condiciones de hecho relevantes y de las normas jurídicas en que ellas se 
subsumen, se puede establecer el marco jurídico que, ajeno al elemento 
volitivo de los intervinientes, permita deducir cuál fue la razón que 
probable y previsiblemente ocasionó el menoscabo. 
 
Se trata entonces de construir un modelo relacional de los 
comportamientos, eliminando todo juicio volitivo respecto de sus 
artífices, para construir un prototipo que indique la razón del daño en 
condiciones regulares y predecibles; se podría decir, el análisis de las 
conductas que interactúan en la ocurrencia de un determinado daño, bajo 
la lógica de las normas que las regulan, más no de la conciencia o conducta 
esperada de sus ejecutores. 
 
En este caso, la depuración realizada a través del análisis material y 
jurídico, permite distinguir, a modo de arquetipo para definir la causa 
adecuada del daño bajo estudio, la transgresión de un deber objetivo por 
parte del conductor del automóvil contenido en las reglas de derecho que 
consagran el deber de todo conductor de transitar obligatoriamente por 
su respectivo carril, por la derecha de la vía y abstenerse de hacerlo en 
sentido contrario al estipulado para la vía.  
 
¿En abstracto, cuál de las conductas sería la causa adecuada del daño 
que las involucra, ambas, en qué proporción? 
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Para definirlo, la jurisprudencia sugiere tener en cuenta las reglas de la 
vida, el sentido común, la lógica de lo razonable, las máximas de la 
experiencia y los juicios de probabilidad. 
 
Tales reglas, criterios y máximas serán más consistentes en la medida en 
que no dependan de razonamientos subjetivos, sino que encuentren 
respaldo en soportes fundados que las blinden de objetividad y ofrezcan 
fuerza de convicción.  
 
Inicialmente, se considera que el señor Alexander Toro conducía el 
automóvil de placas MML450 invadiendo el carril contrario, en una 
proporción considerable porque la colisión ocurrió sobre el carril 
contrario y el punto de impacto con la motocicleta fue el costado frontal 
derecho del automóvil, de donde necesariamente ha de concluirse que 
para el momento de la colisión la parte izquierda del vehículo estaba 
ubicada mucho más allá de tal sitio de referencia, es decir, la invasión fue 
enorme, al punto de que, probablemente motivó a el intento infructuoso 
de evasiva de la moto hacia el carril contrario. 
 
De tal forma, aún en el evento de acoger los dichos del mencionado 
demandado respecto a la maniobra que dijo haber realizado la 
motocicleta, lo cierto es que ésta permaneció todo el tiempo en su carril y 
fue en su mismo carril que el automóvil terminó impactándola. Además, el 
conductor del automóvil reconoció no haber realizado maniobra alguna 
frente a la proximidad con la que observó a las lesionadas y que su 
vehículo permaneció en asenso constante, de tal forma que es razonable 
concluir que tal movimiento intempestivo fue provocado precisamente 
por la invasión del carril por parte del automóvil.  
 
La dimensión del vehículo también es relevante al momento de efectuar el 
análisis de regularidad causal, pues a mayor dimensión, mayor capacidad 
de invasión y menos posibilidad de reacción evasiva para los demás 
actores del tránsito. Por tal razón, la conducción del automóvil en el sitio 
de ocurrencia del accidente, correspondiente a una vía angosta con un 
ancho de tres (3) metros por carril48 implicaba una mayor capacidad de 
invasión para el automóvil que para la motocicleta y, por ende, mayor 
capacidad de ocasionar el daño. 

  
En el mismo sentido, el mayor peso del automóvil y su mayor potencia 
respecto de la motocicleta, permiten concluir que no existe equivalencia o 
asimetría de las actividades peligrosas que aquí concurren, pues mientras 
la motocicleta contaba con un cilindraje de 114 centímetros cúbicos49, el 

                                        
48 Mínimo fijado por el literal (a) del artículo 10 del Decreto 798 de 2010, por medio del cual se reglamenta 
parcialmente la Ley 1083 de 2006. 
49 Según matrícula en archivo “2018-00098 Cdno N°1.pdf” página 49. 
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automóvil contaba con 1400 centímetros cúbicos 50 , lo cual indica una 
mayor capacidad del motor del vehículo y, a su vez representa un mayor 
riesgo o potencia de daño.  
 
En suma y en abstracto, en una vía recta, pendiente, de seis metros de 
ancho, de una sola calzada con dos carriles en doble sentido, es probable 
que una motocicleta de 114 centímetros cúbicos y un automóvil de 1400 
centímetros cúbicos transiten simultáneamente por su respectivo carril 
derecho, sin encontrarse ni colisionar y; también es probable que la 
intromisión de alguno de ellos en el carril contrario en el preciso momento 
en el que el otro transita por el lugar genere un choque, debido a la 
confluencia de trayectorias y la insuficiencia de espacio para los dos 
vehículos, obligando a que alguno de ellos o los dos efectúen maniobras 
evasivas para evitarlo.  
 
En este caso se acreditó que, en una vía de tales características, Alexander 
Toro conducía el automóvil de placas MML450, invadió significativamente 
el carril contrario a aquel por el que debía transitar, por el que se 
desplazaban Luisa Fernanda Cuervo Jaramillo y Valentina Cuervo 
Jaramillo en la motocicleta de placa VEL60C; que el conductor del 
automóvil no efectuó ninguna maniobra evasiva y que la de frenado, 
escapatoria o hasta el trastabilleo de la motocicleta no logró evitar la 
colisión que degeneró en los daños a la integridad física de ella y de la 
pasajera. Entonces, claramente, se puede concluir con razonable previsión 
que fue la maniobra invasiva del conductor del automóvil la que causó la 
colisión.  
 
Respecto del reparo de los demandados, no existe prueba de la invasión 
de carril por parte de la motociclista que se alega, por el contrario, lo que 
sí se encuentra acreditado en el proceso es que a 2,75 metros del carril 
que ocupaba la motocicleta fue dibujada en el croquis, una huella de 
arrastre por parte del agente de tránsito. Mismo croquis que no fue objeto 
de objeción o desconocimiento por parte de los involucrados, en lo que a 
la mencionada huella respecta. Con lo cual, es dable concluir que el punto 
de impacto se presentó en el carril que ocupaba la motocicleta y con ello, 
la invasión del carril por parte del automóvil. 
 
En tal panorama, la Sala concluye que no se demostró la ocurrencia de la 
causa extraña alegada en la modalidad del hecho de la víctima, tampoco 
su intervención causal y, por tanto, la parte demandada está llamada a 
responder íntegramente por haber causado un daño en ejercicio de una 
actividad peligrosa. 
 
5.2 Valor probatorio del dictamen pericial. 

                                        
50 Según carátula de póliza en archivo “2018-00098 Cdno N°1 (ii).pdf” página 47. 
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En aras de resolver la censura formulada con la apreciación probatoria de 
la experticia rendida, se tiene que, con el líbelo fue allegado dictamen 
pericial de pérdida de capacidad laboral51, rendido por el médico cirujano, 
especialista en salud ocupacional Juan Diego Zapata Serna, quien 
dictaminó a Luisa Fernanda Cuervo Jaramillo con una pérdida de 
capacidad laboral del 22,07%, el cual fue sustentado en audiencia del 3 de 
febrero de 2020. Con base en el mismo fue liquidado el perjuicio 
peticionado por lucro cesante consolidado y futuro, mismo al que se le 
otorgó pleno valor probatorio por parte de la juez de primera instancia. 
 
Los reparos de la demandada respecto del mismos se traducen en que, por 
un lado el mismo no se emitió bajo el procedimiento fijado por el artículo 
41 de la ley 100 de 1993, al no ser emitido por la entidad promotora de 
salud de la demandante por una junta médica y; por otro lado, que el 
dictamen no cumple con los requisitos exigidos por la ley procesal en tanto 
no se señala el método utilizado, se omitieron los antecedentes de la 
paciente, se realizaron calificaciones sin atender al factor subjetivo, se 
otorgó porcentaje de pérdida al rol laboral sin atender al hecho que la 
paciente actualmente trabaja, no tuvo en cuenta que la paciente 
actualmente no cuenta con limitaciones y fue incoherente en las 
respuestas dadas al momento de sustentar el mismo.  
 
Al respecto, establece el artículo 232 del CGP que el “juez apreciará el 
dictamen de acuerdo con las reglas de la sana crítica, teniendo en cuenta la 
solidez, claridad exhaustividad, precisión y calidad de sus fundamentos”, 
además, la idoneidad del perito. Así mismo, ha dicho la Corte que: 
 

“es verdad consagrada la de que uno de los requisitos sine qua non 
(...) que debe ofrecer todo dictamen pericial para que pueda ser 
admitido como prueba de los hechos sobre que versa, consiste en 
que sea debidamente fundamentado; y que compete al juzgador 
apreciar con libertad esta condición, dentro de la autonomía que 
le es propia, no obstante que el dictamen no haya sido materia de 
tacha u objeción de las partes en el traslado correspondiente’ (se 
subraya), o de que el reproche en tal sentido formulado, hubiese 
sido desestimado, se añade ahora”52 

 
A partir de lo anterior, se advierte que el dictamen aportado permitió 
verificar hechos que interesaban al proceso y requerían especiales 
conocimientos científicos, la calificación de la pérdida de capacidad 
laboral en los términos realizados cuenta con validez o aceptabilidad 
suficiente del método utilizado por el perito, el cual además se encuentra 

                                        
51 Ver ruta: carpeta “00. EXPEDIENTE DIGITALIZADO” / archivo “2018-00098 Cdno N°1.pdf” páginas 205 a 218. 
52 CSJ, sentencia SC 3941 del 19 de octubre de 2020, rad. 2011-00643-01. 
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soportado en el manual único para la calificación de la pérdida de 
capacidad laboral, Decreto 1507 de 2014 del Ministerio de Salud y 
Protección Social. El método aplicado se encuentra adecuación y 
coherente con los hechos objeto del dictamen vertidos en la historia clínica 
de la joven Luisa Fernanda Cuervo Jaramillo y las lesiones padecidas. El 
perito cuenta con calificación e idoneidad, en tanto, además de ser médico 
cirujano, cuenta con una especialidad en salud ocupacional, relacionada 
con la experticia que rinde, de igual forma, participó en otros tres 
dictámenes de pérdida de capacidad laboral antes de rendir el presente. 
Finalmente, el perito sustentó en debida forma el dictamen, en audiencia 
del 3 de febrero de 2020, en la cual fue coherente y consecuente con la 
experticia que obra en el plenario. 
 
Por lo cual, la Sala comparte la valoración plena al dictamen rendido en 
tanto no se acreditaron las falencias que aduce la censura, máxime si se 
tiene en cuenta que, si lo que se buscaba era contradecir la utilización de 
un método científico específico o la aplicación teórica de la doctrina que lo 
sustenta, la parte pasiva contaba con la oportunidad procesal para 
contradecirlo a través de la aportación de un dictamen, en los términos del 
artículo 228 del CGP, oportunidad de la que no se hizo uso.  
 
En tal sentido, el reparo a la decisión de primera instancia no prospera. 
 
5.3 Acreditación de los perjuicios extrapatrimoniales. 
 
En aras de resolver el reparo propuesto respecto de la acreditación de la 
existencia de los perjuicios extrapatrimoniales y su cuantía, debe 
observarse en primer lugar que en el juicio se encuentra acreditada la 
existencia de las lesiones producidas a Luisa Fernanda y Valentina Cuervo 
Jaramillo y el parentesco de estas con los demás demandados (padres y 
hermanas). Al respecto ha dicho la Corte que: 
 

“el parentesco y más concretamente el primer círculo familiar, ha 
sido un fuerte indicador para derivar de allí la inferencia o 
presunción de que, en razón de los afectos que en ese entorno se 
generan, la muerte, la invalidez o los padecimientos corporales de 
unos integrantes hiere los sentimientos de los otros por esa 
cohesión y urdimbre de que se habla -surgiendo así por deducción 
la demostración de la existencia y la intensidad del daño moral-”53  

 
En atención a lo anterior, respecto de los daños morales existe presunción 
de acaecimiento derivada de las lesiones padecidas y el parentesco, por lo 
que era carga de la demandada derruir la mencionada presunción a través 

                                        
53 CSJ, sentencia SC 5686 del 19 de diciembre de 2018, rad. 2004-00042-01. 
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de prueba idónea que permitiera concluir la ausencia del daño, hecho que 
no se alegó, ni se probó en el trámite del proceso. 
 
Así mismo, respecto al daño a la vida de relación reconocido, este se 
presenta: 
 

«como la “carencia de las ventajas o disfrutes de una vida 
ordinaria o normal.”54 Esto es, sobre la vida de la víctima se impone 
“una disminución de los placeres y parabienes, por la dificultad o 
imposibilidad de entregarse a plurales actividades de gozo.”55 En 
una palabra, “es la mutilación de los placeres de la existencia.”56»57 

 
En el presente asunto, existe prueba de la pérdida de capacidad laboral y 
cicatrices permanentes de Luisa Fernanda Cuervo Jaramillo y prueba de la 
afectación a la salud dental de Valentina Cuervo Jaramillo, lo que permite 
inferir razonablemente la tasación del mencionado perjuicio, para derivar 
de allí la indemnización reconocida. 
 
Respecto de la afectación a la salud de Luisa Fernanda, en el dictamen de 
pérdida de capacidad laboral58 se determinó “[e]n tercio distal cara medial 
de pierna derecha cicatriz adherida a planos profundos con dolor a la 
palpación”, además de deficiencia en actividades de su entorno personal, 
familiar y laboral, tales como “[m]antener la posición del cuerpo”; “[a]ndar 
y desplazarse por el entorno”; “[c]onducción”; “[r]ealizar quehaceres de la 
casa”; “[a]yudar a los demás” y “[c]uidado de animales”. 
 
Por su parte, se acreditó en la historia clínica de ortodoncia de Valentina, 
que a partir del accidente sufrido le generó “trauma en [los dientes No.] 11 
y 12 (…) con luxación hacia lingual de ambos incisivos”59, lo cual derivó en 
problemas de dicción que fueron percibidos incluso durante la audiencia 
de interrogatorio de parte que surtió. 
 
Finalmente, respecto del monto de las mencionadas condenas, cabe 
resaltar que los mismos se encuentran deferidos al arbitrium iudicis 
derivado de las circunstancias modales de tiempo, modo, lugar, época 
histórica, intensidad del daño, sentimientos afectados y naturaleza del 
derecho infringido60 y; se advierte que la condena impuesta en el presente 

                                        
54 Viney, Genviève y Jourdain, Patrice. Les effets de la responsabilité. LGDJ. París, 2001, pág. 260. (cita de la 
Corte) 
55 Viney. Genviève. Traité de Droit Civil. Les Obligations. La Responsabilité. LGDJ, París, 1982, pág. 325. (cita 
de la Corte) 
56 Rochfeld, Judith. Les grandes notions du droit privé. Puf. París, 2011, pág. 512 (cita de la Corte) 
57 CSJ, sentencia SC 4124 del 16 de noviembre de 2021, rad. 2010-00185-01. 
58 Ver ruta: carpeta “00. EXPEDIENTE DIGITALIZADO” / archivo “2018-00098 Cdno N°1.pdf” páginas 205 a 212. 
59 Ibidem páginas 220 a 224.  
60 Sobre la valoración de la intensidad del daño moral ver sentencia CSJ SC 12994 del 15 de septiembre de 
2016, rad. 2010-00111-01. 



       
SALA PRIMERA DE DECISIÓN CIVIL 

Ponente: Sergio Raúl Cardoso González 
Rad. 05001 31 03 011 2018 00098 01  

 

“Al servicio de la justicia y de la paz social” 

 

 
TSMSENTENCIACIVILSEGUNDAINSTANCIAV032021     Página 29 de 33 

asunto en favor de Luisa Fernanda Cuervo Jaramillo de 30 SMLMV por 
daño moral y 25 SMLMV por daño a la vida de relación; en favor de 
Valentina Cuervo Jaramillo la suma de 15 SMLMV por daño moral y 7 
SMLMV por daño a la vida en relación; en favor de Damaris de Jesús 
Jaramillo González y Pablo Isidro Cuervo Duque la suma de 10 SMLMV 
para cada uno por daño moral y, en favor de Ana Sofía Cuervo Jaramillo y 
Catalina Cuervo Jaramillo la suma de 7 SMLMV para cada una por daño 
moral, fue tasada en los términos fijados por la doctrina de la Corte61. 
 
En tales términos, la acusación planteada contra el fallo de primera 
instancia no prospera. 
 
5.4 Prescripción de la acción directa contra la aseguradora 
 
Finalmente, respecto del motivo de apelación de la aseguradora 
demandada, respecto del acaecimiento de la prescripción ordinaria bienal 
de que trata el artículo 1081 del Código de Comercio, se debe considerar 
que dicha norma prevé que la prescripción de las acciones derivadas del 
contrato de seguro o de las disposiciones que lo rigen podrá ser ordinaria 
o extraordinaria; que la primera de ellas será de dos años y empezará a 
correr desde el momento en que el interesado haya tenido o debido tener 
conocimiento del hecho que da base a la acción; mientras que la segunda 
será de cinco años, correrá contra toda clase de personas y empezará a 
contarse desde el momento en que nace el respectivo derecho. 
 
Igualmente, el artículo 1131 del mencionado estatuto establece que, en 
materia de responsabilidad civil, el término de prescripción corre para la 
víctima desde el momento en que ocurre el siniestro, esto es, desde “el 
momento en que acaezca el hecho externo imputable al asegurado” y, en 
dicho sentido, ha dicho la Corte:  
 

 “se impone entender que él [el artículo 1131] no consagró un 
sistema de prescripción extraño o divergente al global 
desarrollado en el precitado precepto [alude al artículo 1081] y 
que, por contera, sus disposiciones no constituyen un hito 
legislativo aislado (…) Y es dentro de ese contexto, que adquiere 
singular importancia la referencia expresa que el comentado 
artículo 1131 hace en punto al momento en que ‘acaezca el hecho 
externo imputable al asegurado’, para establecer la ocurrencia del 

                                        
61 Al respecto ver los topes de la jurisprudencia llegando a reconocer una suma de $60.000.000 (aprox. 68 
SMLMV) en eventos en los que la víctima sobrevive al siniestro, entre ellas, CSJ SC del 9 de diciembre de 2013, 
rad. 2002-00099; CSJ SC13925 del 30 de septiembre de 2016, rad. 2005-00174-01; SC5686 del 19 de diciembre 
de 2018, rad. 2004-00042-01; SC562 del 27 de febrero de 2020, rad. 2012-00279-01. En materia de alteración 
de las condiciones de existencia o daño a la vida de relación ha señalado algunas pautas y montos como en 
sentencia sustitutiva del 20 de enero de 2009, rad. 1993-00215-01 en la suma de $90.000.000, pero también 
la ha deferido al arbitrium iudicis CSJ SC21828-2017, 19 dic. 2017, rad. 2007-00052-01. 
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siniestro y, por esta vía, para determinar que es a partir de ese 
instante, a manera de venero, que ‘correrá la prescripción respecto 
de la víctima’, habida cuenta que cotejada dicha mención con el 
régimen general del artículo 1081, resulta más propio entender 
que ella alude a la prescripción extraordinaria en él consagrada, a 
la vez que desarrollada, ya que habiendo fijado como punto de 
partida para la configuración de la prescripción de la acción 
directa de la víctima, la ocurrencia misma del hecho generador de 
la responsabilidad del asegurado  -siniestro-,  es claro que optó por 
un criterio netamente objetivo, predicable sólo, dentro del sistema 
dual de la norma en comentario, como ya se señaló, a la indicada 
prescripción extraordinaria”62 

 
A partir de la precedente citado, recientemente, dijo la Corte que la 
prescripción del contrato de seguro en materia de responsabilidad civil 
cuenta con las siguientes características: 
 

“i) la prescripción prevista en el artículo 1131 del C. de Co., en 
tratándose de un seguro de responsabilidad civil, cuando la 
víctima acciona es, sin duda, de cinco años, o sea, la extraordinaria; 
ii) que, por lo mismo, la consagración de dicho aspecto temporal 
deviene, claramente, demarcada por matices objetivos y no 
subjetivos; iii) esto último significa que el término cuenta a partir 
del acaecimiento del siniestro o el hecho imputable al asegurado, 
independientemente que lo haya conocido o no el afectado; 
además, corre frente a toda clase de personas, inclusive los 
incapaces.”63 

 
En tales términos, siendo las víctimas del daño quienes promueven la 
acción de responsabilidad que aquí se decide, la prescripción que se les 
aplica respecto del contrato de seguro es la extraordinaria 
correspondiente a 5 años contados desde la ocurrencia de los hechos y no 
a la ordinaria bienal que aduce la recurrente. Razón por la cual, atendiendo 
al hecho que entre la ocurrencia de los hechos (19 de marzo de 2013) y la 
presentación de la demanda (26 de febrero de 2018) no transcurrieron 
más de 5 años, la censura no prospera. 
 
5.5 Ausencia de reconocimiento de intereses moratorios 
 
Finalmente, es motivo de apelación de la demandante la ausencia en el 
reconocimiento de los intereses moratorios de que trata el artículo 1080 
del Código de Comercio, en favor de los demandantes y a cargo de la 
aseguradora, los que solicita sean reconocidos desde la constitución en 

                                        
62 CSJ, sentencia SC del 29 de junio de 2007, exp. 1998-04690 01. 
63 CSJ sentencia SC del 25 de mayo de 2011, rad. 2004-00142-01. 
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mora producida por la notificación de la demandada a la aseguradora 
demandada de conformidad con lo establecido por el inciso segundo del 
artículo 94 del CGP. 
 
Al respecto, se considera que el artículo 1080 del Código de Comercio, 
establece que las aseguradoras deben efectuar el pago del siniestro 
“dentro del mes siguiente a la fecha en que el asegurado o beneficiario 
acredite, aun extrajudicialmente, su derecho ante [ellas] de acuerdo con el 
artículo 1077”, esto comprobando “la ocurrencia del siniestro, así como la 
cuantía de la pérdida, si fuere el caso” y; que “[v]encido este plazo, el 
asegurador reconocerá y pagará al asegurado o beneficiario, además de la 
obligación a su cargo y sobre el importe de ella, un interés moratorio igual 
al certificado como bancario corriente por la Superintendencia Bancaria 
aumentado en la mitad”  
 
Respecto de los elementos que configuran los requisitos exigidos por la 
norma transcrita para la generación de intereses moratorios, ha dicho la 
Corte: 
 

“la acreditación de la existencia del siniestro y la cuantía de la 
pérdida que exige el artículo 1080 del Código de Comercio como 
detonante de la mora del asegurador, solo puede entenderse 
satisfecha en la fase de valoración de la prueba, no antes, pues solo 
en desarrollo de esa labor de juzgamiento resulta posible 
determinar, de manera objetiva, lo que se tuvo por probado en el 
proceso. 
 
Es que antes, ello es imposible, sobre todo si dicho demandado, la 
aseguradora llamada en garantía, o los dos, discuten la 
responsabilidad endilgada a aquél y/o el monto de los perjuicios 
solicitados, pues, se itera, únicamente  hasta cuando el debate 
judicial quede zanjado por sentencia que lo defina en favor de la 
parte actora y en contra del accionado, es factible aseverar que el 
patrimonio del último está efectivamente expuesto a reducirse 
(siniestro) en un monto específico (cuantía de la pérdida).”64 

 
Así las cosas, considerando que la acreditación de la ocurrencia del 
siniestro y su cuantía se encuentra pendiente precisamente de la presente 
decisión de segunda instancia, solo hasta su ejecutoria se hará exigible el 
pago de la condena impuesta por la jurisdicción a cargo de la aseguradora 
y solamente incumplido el término de que trata el artículo 1080 del Código 
de Comercio, se generarán los intereses moratorios peticionados.  
 

                                        
64 CSJ, sentencia SC 1947 del 26 de mayo de 2021, rad. 2009-00171-01. 
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Solo en tal sentido prosperará el cargo formulado contra la sentencia de 
primera instancia por la demandante, ordenando el pago de intereses 
moratorios a la tasa máxima legalmente permitida, a cargo de la 
aseguradora y en favor de la demandante, desde el momento en que esta 
decisión alcance ejecutoria.  
 
5.6 Conclusiones. 
 
Efectuado el análisis de causalidad adecuada del accidente objeto de este 
proceso se concluyó que la totalidad de la incidencia causal fue la conducta 
de Alexander Toro al mando del automóvil de placas MML450, por ello se 
confirmará la decisión de primera instancia; los daños patrimoniales y 
extrapatrimoniales se encuentran debidamente acreditados en el 
plenario, los primeros con la prueba pericial practicada en el proceso, la 
cual se le otorgó pleno credibilidad y no fue desvirtuada por la demandada 
y los segundos con la presunción jurisprudencial de su causación, además 
de que fueron fijados de conformidad con el prudente y razonado arbitrio 
judicial. 
 
Siendo las víctimas del daño quienes promueven la acción de 
responsabilidad que aquí se decide, la prescripción que se les aplica 
respecto del contrato de seguro es la extraordinaria correspondiente a 5 
años contados desde la ocurrencia de los hechos y no a la ordinaria bienal 
que aduce la recurrente, misma que no se configuró entre la ocurrencia de 
los hechos y la presentación de la demanda; los intereses moratorios de 
que trata el artículo 1080 del Código de Comercio se generan a partir de 
la ejecutoria de la presente sentencia porque la acreditación de la 
ocurrencia del siniestro y su cuantía estaba dependiendo de la presente 
decisión, en punto de lo cual se adicionará la decisión apelada y; ante la 
desestimación de la alzada propuesta por los demandados, se les 
condenará en costas en esta instancia (artículo 365#1). 
 
En mérito de lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN SALA 
PRIMERA DE DECISIÓN CIVIL, administrando justicia en nombre de la 
República y por autoridad de la ley; 
 

6. RESUELVE. 
 
PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de primera instancia, pero por lo 
aquí expuesto y ADICIONAR un parágrafo al numeral CUARTO de la 
resolutiva, del siguiente tenor: 
 

“PARÁGRAFO: AXA COLPATRIA SEGUROS S.A., deberá pagar a los 
demandantes los intereses moratorios causados a partir de la 
ejecutoria de esta providencia y hasta el pago total de la obligación, a 
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la tasa de interés certificado como bancario corriente por la 
Superintendencia Financiera aumentado en la mitad”. 
 

SEGUNDO: CONDENAR en costas a la parte demandada a favor de la parte 
demandante. Fijar como agencias en derecho en esta instancia, la suma de 
1 SMLMV. 
                                                                                
TERCERO: DEVOLVER el expediente al juzgado de origen. 
 

NOTIFÍQUESE 
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